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Resumen: las detenciones policiales sin orden judicial suelen 
ser fuentes generadoras de transgresiones a derechos funda-
mentales. Esta situación se agrava cuando estas prácticas re-
caen sobre grupos en condiciones de vulnerabilidad que, por 
esa circunstancia, tienen dificultades para acceder a la justicia. 
El tema es abordado en esta presentación en función de lo que 
acontece en América Latina, proponiendo la promoción de ac-
ciones colectivas para generar el control judicial, cuando los 
destinatarios de las detenciones sean de sectores vulnerables.

Abstract: police arrests without a court order tend to give rise 
to infringements of fundamental rights. This situation is aggra-
vated when these practices target groups in vulnerable condi-
tions who, due to this circumstance, have difficulties accessing 
justice. The approach taken in this presentation is based on the 
situation in Latin America, proposing the promotion of class 
actions to generate judicial review, when the detainees are 
from vulnerable sectors.
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I. Introducción

En una anterior ocasión encaré el tema de las detenciones poli-
ciales sin mandato judicial desde la perspectiva de lo que ocu-
rre en Argentina.1 En esta oportunidad, abordaré la cuestión en 
función de lo que acontece en América Latina,2 anticipando que, 
aunque las realidades y los motivos que generan este proceder 
policial puedan ser distintos en los Estados que conforman la re-
gión, cuando se vean afectados sectores vulnerables pueden ser 
aplicables las mismas soluciones.

En función de ello, expondré cuáles son los estándares que 
debe cumplir una detención policial para que sea convencional, 
es decir, conforme con los tratados internacionales sobre dere-
chos humanos y las decisiones que surgen de sus organismos 
de aplicación; cuáles son las reglas que surgen de estos sistemas 
para asegurar el cumplimiento de esos estándares; la realidad de 
lo que acontece en la región en materia de detenciones policiales  
—que en general dista de aquellos postulados— y, finalmente, pro-
pondré una posible solución para mitigar los efectos de esas trans-
gresiones cuando tales prácticas recaen sobre grupos vulnerables.

II. Desarrollo

En acotada síntesis, de acuerdo a los estándares internaciona-
les vigentes, quienes se encuentran en una situación concreta 

1	 Leguizamón, Marcos Facundo, “Detención policial sin orden judicial: una 
problemática común a las provincias”, Revista de Derecho Penal y Crimino-
logía, vol. 9, núm. 2, Buenos Aires, 2019, pp. 55-66, https://estudiolegui-
zamon.com/wp-content/uploads/2021/05/Leguizamon-Detencion-sin-or-
den-judicial.pdf 

2	 Por razones de extensión del presente trabajo como por la complejidad de 
la cuestión, recurriré al método del muestreo para abordar algunos de los 
casos que resultan más significativos. 
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de privación de la libertad, tienen derecho a ser informadas y 
notificadas de manera comprensible de los motivos de su de-
tención desde el primer momento posible; las autoridades  
deben materializar la detención con la presencia de testigos ci-
viles de actuación y deben comunicar el arresto inmediatamente 
al juez competente; al detenido, se le debe permitir comunicar a 
un tercero y a un abogado de su confianza o defensor oficial, que 
está bajo custodia del Estado y, para el caso de que este no pueda 
hacerlo por alguna razón, debe hacerlo la autoridad policial. Asi-
mismo, el detenido tiene derecho a ser revisado por un médico, 
preferentemente no perteneciente a la misma autoridad y a ser 
alojados en establecimientos dignos y acordes a la naturaleza de 
la infracción, su edad y género.3

De igual forma, los organismos de aplicación de los tratados 
de derechos humanos no solo han dictado normas tendientes a 
resguardar del mejor modo posible a la persona frente a una de-
tención (de cualquier índole y no solo la tratada aquí) sino que 
han emitido pronunciamientos con el fin de que sus postulados 
sobre estas y otras materias se cumplan. 

En particular, al margen de las previsiones estipuladas con-
vencionalmente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(en adelante Corte IDH) ha ido edificando reglas —a modo de re-
aseguro— con el objeto de expandir los efectos de sus decisiones 
y el derecho internacional de los derechos humanos.

Así, más allá de lo que dispone el artículo 28 de la Conven-
ción Americana de Derechos Humanos4 (CADH), frente a las 

3	 Osio, Alejandro Javier, “Detenciones en la vía pública. Análisis convencio-
nal. Es necesario y urgente reformar la legislación pampeana (y las prácti-
cas)”, Revista Pensamiento Penal, Argentina, 2017, pp. 1-32, https://www.
pensamientopenal.com.ar/doctrina/45492-detenciones-via-publica-anali-
sis-convencional-es-urgente-y-necesario-reformar

4	 Convención Americana de Derechos Humanos, art. 28, 1. Cuando se trate 
de un Estado Parte constituido como Estado Federal, el gobierno nacio-
nal de dicho Estado Parte cumplirá todas las disposiciones de la presente 
Convención relacionadas con las materias sobre las que ejerce jurisdicción 
legislativa y judicial. 2. Con respecto a las disposiciones relativas a las ma-
terias que corresponden a la jurisdicción de las entidades componentes de 
la Federación, el gobierno nacional debe tomar de inmediato las medidas 
pertinentes, conforme a su constitución y sus leyes, a fin de que las autori-
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dificultades invocadas por un Estado federal para la aplicación 
uniforme de los compromisos internacionales asumidos, la Corte 
IDH dijo que “según una jurisprudencia centenaria y que no ha 
variado hasta ahora, un Estado no puede alegar su estructura fe-
deral para dejar de cumplir una obligación internacional”.5

Ante la excusa de un Estado por la responsabilidad relacio-
nada con los actos u omisiones de sus autoridades judiciales, la 
Corte IDH señaló que “es un principio básico del derecho de  
la responsabilidad internacional del Estado, recogido por el De-
recho Internacional de los Derechos Humanos, que todo Estado 
es internacionalmente responsable por todo y cualquier acto u 
omisión de cualesquiera de sus poderes u órganos en violación de 
los derechos internacionalmente consagrados”.6 

Con el objeto de evitar que transgresiones similares a las 
resueltas se reiteren en el futuro, el máximo tribunal regional re-
solvió que “el Estado debe garantizar que no se repitan hechos 
como los del presente caso, adoptando las medidas legislativas y  
de cualquier otra índole que sean necesarias para adecuar el or-
denamiento jurídico interno a las normas internacionales de de-
rechos humanos, y darles plena efectividad”.7 

Con el fin de generar una herramienta eficaz para la aplica-
ción del Derecho Internacional de los Derechos Humanos en el 

dades competentes de dichas entidades puedan adoptar las disposiciones 
del caso para el cumplimiento de esta Convención. 3. Cuando dos o más 
Estados Partes acuerden integrar entre si una federación u otra clase de 
asociación, cuidarán de que el pacto comunitario correspondiente conten-
ga las disposiciones necesarias para que continúen haciéndose efectivas 
en el nuevo Estado así organizado, las normas de la presente Convención. 
https://www.oas.org/dil/esp/1969_Convenci%C3%B3n_Americana_sobre_
Derechos_Humanos.pdf 

5	 Corte IDH. Caso Garrido y Baigorria vs. Argentina. Reparaciones y Costas. 
Sentencia del 27 de agosto de 1998. Serie C, núm. 39, párr. 46.

6	 Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia del 19 de noviembre 1999. Serie C, núm. 69, 
párr. 220.

7	 Corte IDH. Caso Bulacio vs. Argentina. Fondo Reparaciones y Costas. Sen-
tencia del 18 de septiembre de 2003. Serie C, núm. 100, párr. 162.
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ámbito interno,8 la Corte IDH dijo que “el Poder Judicial debe 
ejercer una especie de control de convencionalidad entre las nor-
mas jurídicas internas que aplican en los casos concretos y la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta tarea, 
el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, 
sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte 
Interamericana, intérprete última de la Convención Americana”.9 
Incluso, el alto tribunal interamericano señaló que este control 
debe realizarse ex officio es decir que “esta función no debe que-
dar limitada exclusivamente por las manifestaciones o actos de 
los accionantes en cada caso concreto”.10

En igual sentido, al analizarse una serie de casos de la Corte 
IDH11 se señaló que “dicho órgano interamericano ha ‘amplifica-
do’ notablemente su tradicional doctrina legal, sosteniendo aho-
ra que la vinculatoriedad de sus pronunciamientos no se agota en 
su parte resolutiva, (que vale para el caso particular), sino que se 
multiplica expansivamente (valga la redundancia), a los funda-
mentos del fallo, obligando a los tres poderes del Estado para la 
generalidad de los casos similares”.12

Vale decir, al margen del carácter subsidiario de los sistemas 
internacionales de protección de los derechos humanos, en parti-

8	 Corte IDH. Cuadernillo de jurisprudencia de la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos núm. 7: control de convencionalidad, https://www.corteidh.
or.cr/sitios/libros/todos/docs/cuadernillo7.pdf 

9	 Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile. Excepciones Prelimi-
nares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 26 de septiembre de 
2006. Serie C, núm. 154, párr. 124.

10	 Corte IDH. Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) 
vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Senten-
cia del 24 de noviembre de 2006. Serie C, núm. 158, párr. 128.

11	 Corte IDH. Caso Barrios Altos vs. Perú. Fondo. Sentencia del 14 de marzo 
de 2001. Serie C, núm. 75; Caso La Cantuta vs. Perú. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia del 29 de noviembre de 2006. Serie C, núm. 173; Caso del 
Tribunal Constitucional vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
del 31 de enero de 2001. Serie C, núm. 71. 

12	 Hitters, Juan Carlos, “¿Son vinculantes los pronunciamientos de la Co-
misión y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos? (control de 
constitucionalidad y convencionalidad)”, Revista Iberoamericana de Dere-
cho Procesal Constitucional, núm. 10, México, 2008, p. 141, https://www.
corteidh.or.cr/tablas/r25295.pdf
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cular, la Corte IDH ha ido achicando el margen de no acatamien-
to de sus decisiones. Sin embargo, la situación en particular en 
materia de detención policial sin orden judicial en los países de 
la región dista con creses de ser conforme a los estándares inter-
nacionales indicados. 

Así, y a modo de ejemplo pues —lamentablemente— no hace 
falta evidenciarlo, el Grupo de Trabajo sobre la Detención Ar-
bitraria en su visita a Brasil advirtió que los agentes de policía 
realizan detenciones indiscriminadas sobre los consumidores de 
drogas.13 De igual forma, el citado Grupo en su última visita a Mé-
xico en octubre del 2023 señaló que le preocupaba especialmen-
te la detención de personas en contexto de movilidad, además de  
indicar que la detención arbitraria afecta a una amplia gama  
de personas en este país.14 Asimismo, la Comisión Interamerica-
na de Derechos Humanos realizó una serie de recomendaciones 
a Nicaragua como consecuencia del progresivo deterioro de la si-
tuación de los derechos humanos —entre los que está la libertad 
ambulatoria— como consecuencia de las protestas sociales que 
se desencadenaron en ese país a partir de abril de 2018.15 

En los ejemplos citados, se advierte que, si bien las razones 
que motivan las detenciones puedan ser distintas, estas suelen 
recaer sobre grupos vulnerables (en el caso de Brasil, sobre con-
sumidores de drogas; en el de México, sobre personas en contex-
to de movilidad y en el de Nicaragua, sobre protestantes). Estas 
prácticas no han pasado desapercibidas para los organismos de 
aplicación de los tratados de derechos humanos. 

Así, la Corte IDH en el caso Torres Millacura hizo suyas las 
conclusiones de la antropóloga Sofía Tiscornia —que oficiara de 

13	 Asamblea General de las Naciones Unidas, Informe del Grupo de Trabajo 
sobre la Detención Arbitraria, 2014, https://www.refworld.org/es/ref/mis-
sion/unhrc/2014/es/101037  

14	 Oficina de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, México: Reformas 
adicionales y una implementación efectiva son esenciales para prevenir la de-
tención arbitraria generalizada, dicen expertos de la ONU, 2023, https://www.
ohchr.org/es/press-releases/2023/10/mexico-further-reforms-and-effecti-
ve-implementation-are-essential-prevent  

15	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe Anual 2018, 
Capitulo IV.B Nicaragua, 2018, https://www.oas.org/es/cidh/docs/
anual/2018/docs/IA2018cap.4B.NI-es.pdf 

| 198 

Facundo Leguizamón



perita en el caso— quien expusiera que las normas que habilitan 
a la policía a detener reiteradamente a las personas “impactan  
en los sectores más desprotegidos de la sociedad”.16

En igual sentido, el Grupo de Trabajo sobre la Detención Ar-
bitraria dependiente de Naciones Unidas señaló que el impacto 
de la guerra contra las drogas “suele ser mayor en los pobres, 
pero también suele superponerse a la discriminación que practi-
can las fuerzas del orden contra grupos vulnerables. Se ha hecho 
referencia a este fenómeno como la interseccionalidad de las di-
ferentes formas de discriminación, que agudiza la situación de 
desventaja”.17

Entonces, si las facultades policiales de detener sin orden ju-
dicial suelen recaer sobre grupos de personas que, precisamente 
por estar en condiciones de vulnerabilidad, se encuentran difi-
cultados —cuando no imposibilitados— para articular remedios 
tendientes a controlarlas judicialmente y, en definitiva, a neutra-
lizar las afectaciones de sus derechos fundamentales,18 ello gene-
ra la necesidad de buscar remedios alternativos.

Esta necesidad de buscar vías alternativas tendientes a ha-
cer efectivos los estándares internacionales en la materia, se evi-
dencia aún más, si traemos a colación el caso de Argentina, que 
en distintas ocasiones tanto el Comité de Derechos Humanos19 

16	 Corte IDH. Caso Torres Millacura y otros vs. Argentina. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia del 26 de agosto de 2011. Serie C, núm. 229, párr. 60.

17	 Asamblea General de las Naciones Unidas, La detención arbitraria en rela-
ción con las políticas de fiscalización de drogas, 2021, párr. 51, https://docu-
ments.un.org/access.nsf/get?OpenAgent&DS=A/HRC/47/40&Lang=S 

18	 Leguizamón, Marcos Facundo, op. cit., p. 64.
19	 Comité de Derechos Humanos, Observaciones Finales sobre el quinto infor-

me periódico de la Argentina, 2016, párr. 17. El Comité reitera su preocu-
pación por la normativa y prácticas de la policía para detener a personas 
con el objeto de averiguar su identidad sin orden judicial anterior y por 
un largo período de tiempo, sin que la persona detenida sea llevada ante 
un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer un control 
judicial (art. 9). 18. El Estado parte debe tomar todas las medidas necesa-
rias, incluyendo medidas legislativas, con el fin de combatir eficazmente 
las detenciones no vinculadas a la comisión de un delito, de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 9 del Pacto. https://acnudh.org/comite-de-dere-
chos-humanos-ccpr-argentina-2013/ 
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como el Comité contra la Tortura,20 han realizado informes nega-
tivos respecto de las prácticas sistemáticas de los agentes policia-
les de detener sin orden judicial. 

A ello se debe sumar, que también la Corte IDH en reitera
das ocasiones ha condenado al Estado argentino por estas prácti
cas policiales,21 sentenciando incluso el Tribunal regional —con el 
fin de que no se repitan hechos similares— a que el Estado adopte 
“las medidas legislativas y de cualquier otra índole que sean nece-
sarias para adecuar el ordenamiento jurídico interno a las normas 
internacionales de derechos humanos”.22 Sin embargo, en distintas 
provincias del país, todavía existen vigentes normas similares por 
las que resultara sancionado internacionalmente23.

20	 Comité contra la tortura, Observaciones finales sobre el quinto y sexto infor-
me conjunto periódico de Argentina, 2017, párrs. 13. El Comité se muestra 
preocupado ante informaciones que dan cuenta de patrones de violencia y 
arbitrariedad por parte de las fuerzas de seguridad federales y provinciales 
en el marco de detenciones policiales sin orden judicial, particularmente de 
jóvenes y menores en situación de marginalidad social, que incluirían de-
tenciones por averiguación de identidad y otras detenciones no vinculadas a 
conducta delictiva [...] dichos abusos incluirían tentativas de homicidio […] 
desapariciones forzadas, así como actos de tortura [...]. 14. El Comité urge al 
Estado parte a adoptar medidas efectivas para: […] b) Restringir el recurso 
a la detención a situaciones de flagrancia y a la existencia de orden judicial 
previa, tal y como establece la Corte IDH en la sentencia Bulacio c Argenti-
na; y c) Asegurar que todas las personas detenidas gocen, en el derecho y en 
la práctica, de todas las salvaguardias legales fundamentales a partir del mis-
mo momento de la privación de libertad […], https://repositorio.mpd.gov.ar/
documentos/Observaciones%20finales%20sobre%20el%20quinto%20y%20
sexto%20informe%20conjunto%20peri%C3%B3dico%20de%20Argentina.pdf 

21	 Corte IDH. Caso Bulacio vs. Argentina…, cit.; Caso Bayarri vs. Argentina. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 30 de 
octubre de 2008. Serie C, núm. 187; Caso Torres Millacura y otros vs. Ar-
gentina…, cit.; Acosta Martínez y otros vs. Argentina. Fondo Reparaciones Y 
Costas. Sentencia del 31 de agosto de 2020. Serie C, núm. 410; Fernández 
Prieto y Tumbeiro vs. Argentina. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 1 de 
septiembre de 2020. Serie C, núm. 411.

22	 Corte IDH. Caso Bulacio vs. Argentina…, cit., párr. 162. De igual forma, el 
mismo tribunal en Caso Torres Millacura y otros vs. Argentina…, cit., párr. 
80, se consideró que una disposición similar era contraria a los artículos 
7.3 y 2 de la Convención Americana.

23	 Art. 8, Ley orgánica para la policía de la provincia de Corrientes, Decreto-ley 
33, “[…] la Policía de la Provincia deberá: […] t) Demorar a toda persona de 
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Entonces, a margen de si las normas que habilitan a la poli-
cía a detener sin orden judicial son o no convencionales,24 o si en 
todo caso, la policía actúa en base a sesgos discriminatorios,25 lo 
fundamental es que se produzca el control judicial sin demora de  
esa detención policial para que, de ese modo, se activen los de-
más derechos reconocidos de acuerdo a los estándares interna-
cionales vigentes.

En ese sentido, dijo la Corte IDH “el control judicial inme-
diato es una medida tendiente a evitar la arbitrariedad o ilega-
lidad de las detenciones, tomando en cuenta que en un Estado 
de Derecho corresponde al juzgador garantizar los derechos del 
detenido [...]. La inmediata revisión judicial de la detención tiene 
particular relevancia cuando se aplica a capturas realizadas sin 
orden judicial”.26

En función de ello, cuando las detenciones policiales sin or-
den judicial recaigan de un modo sistemático sobre sectores de 

la cual sea necesario conocer sus antecedentes y medios de vida en circuns-
tancias que lo justifiquen o cuando se negare a identificarse o no portare do-
cumento de identificación personal o no tuviere domicilio fijo o conocido. 
La demora no podrá prolongarse más del tiempo indispensable para su iden-
tificación, averiguación de domicilio, conductas y medios de vida, sin ex-
ceder el plazo de veinticuatro horas., http://www.saij.gob.ar/LPW0000033 

24	 Sobre el particular, “a fin de salvaguardar la excepcionalidad y estricta le-
galidad de una detención efectuada por la policía sin orden judicial, resulta 
necesario que exista la obligación legal de que los funcionarios intervinien-
tes dejen asentadas las razones o motivos que, en aplicación de las causales 
que establezca la ley, habrían justificado una detención”, Corte IDH. Caso 
González y otros vs. Venezuela. Fondo y Reparaciones. Sentencia del 20 de 
septiembre de 2021. Serie C, núm. 436, párr. 96.

25	 Se ha dicho que los agentes policiales a menudo actúan basándose en per-
files raciales y étnicos, esto es, basándose en el color de su piel, en su ves-
timenta, en su vello facial o en el idioma que hablan, pese a que estudios 
han demostrado la ineficacia de la utilización de tales perfiles. Consejo de 
Derechos Humanos, Informe del Relator Especial sobre las formas contem-
poráneas de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de 
intolerancia, Mutuma Ruteere, 2015, párr. 16, https://www.acnur.org/filead-
min/Documentos/BDL/2015/10141.pdf 

26	 Corte IDH. Caso Espinoza Gonzáles vs. Perú. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia del 20 de noviembre de 2014, 
Serie C, núm. 289, párr. 129.
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la población que, por sus condiciones de vulnerabilidad, se vean 
en dificultades para acceder a la justicia, tal situación adquiere 
una dimensión colectiva que habilita, con sustento en el artículo 
25 de la CADH, a que se promuevan acciones de este carácter en 
beneficio de tales grupos, tendientes a generar el control judicial.

En ese sentido, dijo la Corte IDH que “el recurso de habeas 
corpus o exhibición personal ha sido considerado por el Tribunal 
como el medio idóneo para garantizar la libertad, controlar el 
respeto a la vida e integridad de la persona, e impedir su desa-
parición o la indeterminación de su lugar de detención”,27 por lo 
que bien podrían promoverse hábeas corpus de carácter colec-
tivo tendientes a asegurar el control judicial de las detenciones 
policiales que se practiquen sin orden judicial sobre sectores vul-
nerables de la población.

III. Conclusión

Sobre el particular el Comité de Derechos Humanos al interpre-
tar el párrafo 3 del artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos señaló que este “exige, en primer lugar, que 
toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal 
sea llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado 
por la ley para ejercer funciones judiciales. Ese requisito se aplica 
en todos los casos sin excepción y no depende de la elección de 
la persona privada de libertad ni de su capacidad para exigir su 
cumplimiento”.28

En un sentido similar, el máximo Tribunal interamericano al 
interpretar los alcances del artículo 7 de la CADH respecto de 
la garantía de que toda persona privada de su libertad pueda re
currir ante un juez o tribunal competente a fin de que este deci-
da, sin demora, sobre la legalidad de su detención, señaló que tal 
garantía “no solo debe existir formalmente en la legislación sino 

27	 Idem.
28	 Comité de Derechos Humanos, Observación general núm. 35, Artículo 9 

(Libertad y seguridad personales), 2014, párr. 32, https://www.refworld.
org/es/leg/general/hrc/2014/es/104763 
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que debe ser efectiva, esto es, cumplir con el objetivo de obtener 
sin demora una decisión sobre la legalidad del arresto o de la de-
tención”.29 

Es que si no se articulan acciones de esta naturaleza cuando 
las detenciones sin orden judicial se practiquen sobre sectores 
vulnerables de la población, los estándares internacionales sobre 
la materia difícilmente se realizarán en la práctica por la aludida 
dificultad de acceder a la justicia que tienen estos grupos. Con 
el control judicial el juez no solo revisará la legalidad de la de-
tención, sino que también materializará la vigencia de los otros 
derechos.
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